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I. ANTECEDENTES

Los Institutos de Formacién Profesional, en la idea de estrechar
la comunicacién «bidireccional» entre empresas y los propios cen-
tros de FP y en el ambito de su propia autonomia de gestién reco-
nocida por la legislacién educativa, participan en la creacién de figu-
ras destinadas a tal finalidad junto a instituciones publicas y
privadas.

En la colaboracién entre el mundo empresarial y la Administra-
cién educativa concurren una serie de aspectos que exigen para una
mejor gestion, la creacién de entes dirigidos exclusivamente a cana-
lizar dicha colaboracién. Entre estos aspectos cabe destacar los
siguientes:

¢ En el marco de la colaboracién, ademas de la formacion téc-
nica de los alumnos, se pretende conocer las necesidades
del sistema productivo para poder responder de forma ade-
cuada desde los servicios educativos de los propios centros de
formacién profesional.

e El sistema de evaluacién continua debe ser validado por el
sistema productivo.

¢ Las empresas constituyen el lugar idéneo para desarrollar con
garantias de calidad, una parte importante de la formacién.

e Esa misma dindmica y colaboracién se debe integrar la for-
macién practica en centros de trabajo del profesorado de FP
y de los activos desocupados.

* Los conceptos de «Sistema integrado» y «Sistema de cualifi-
caciones»!, quieren definir un sistema capaz de conseguir un

! La Exposicién de Motivos de la Ley Organica 5/2002, de 19 de junio, de
las Cualificaciones y de la Formacién Profesional, entiende por cualificacién
profesional «el conjunto de competencias con significacién para el empleo,
adquiridas a través de un proceso formativo formal e incluso no formal que son
objeto de los correspondientes procesos de evaluacién y acreditacién». A estos
efectos la Ley prevé la creacién de un Sistema Nacional de Cualificaciones y
Formacién Profesional, como conjunto de instrumentos y acciones necesarios
para promover y desarrollar la integracién de las ofertas de la formacién pro-
fesional, a través del Catdlogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, asi
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tratamiento global, coordinado y 6ptimo a los problemas de
cualificacién y formacién profesional.

Asimismo, los Institutos de FP pretenden ofrecer cursos para
aquellos trabajadores que deseen formarse y actualizar sus conoci-
mientos.

En esta misma linea, existen Institutos de FP que ya, en el
momento presente, ofrecen un marco de estrecha colaboracién con
las empresas del entorno productivo y permiten a sus alumnos pre-
pararse para ese mercado de trabajo que demanda cualificaciones
concretas en cada entorno productivo.

El Derecho Comunitario y la legislacién educativa de caracter
estatal son especialmente contundentes en afirmar la necesidad de
estructurar un sistema que permita una relacién fluida entre la for-
macion profesional y la empresa. Sin embargo, nos encontramos con
que muchas de las actividades realizadas actualmente por los cen-
tros de Formacién Profesional de caracter piiblico no disponen de
una cobertura juridica clara. En este sentido, seria deseable que los
Institutos de FP dispusieran de un marco juridico claro que les per-
mitiera llevar a cabo todas esas actividades junto a empresas priva-
das y a instituciones publicas (los propios Departamentos de Edu-
cacién de cada Administracién Educativa, los Ayuntamientos del
entorno productivo, las Diputaciones Provinciales, etc.).

La Fundacién podria constituir un instrumento juridico adecua-
do para materializar las necesidades derivadas de la actividad de
colaboracién entre los centros de formacién profesional, las empre-
sas y demas entidades publicas interesadas. ¢Por qué la fundacién?

La Fundacién constituye un cauce inmejorable para que la socie-
dad civil participe junto a los poderes publicos en la consecucién de
fines de interés general. El Parlamento Europeo en su Resolucién
sobre las fundaciones en Europa (R.A. 304/93), sefiala que «merecen
apoyo especial las Fundaciones que participen en la creacién y desa-
rrollo de respuestas e iniciativas, adaptadas a las necesidades socio-
l6gicas de la sociedad contemporanea. Particularmente, las que
luchan por la defensa de la democracia, el fomento de la solidaridad,
el bienestar de los ciudadanos, las profundizacién de los derechos

como la evaluacién y acreditacién de las correspondientes competencias pro-
fesionales (art. 2.1.)
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humanos, la defensa del medio ambiente, la financiacién de la cul-
tura, las ciencias y practicas médicas y la investigacién».

También el Tribunal Constitucional? ha sefialado que una de las
notas caracteristicas del Estado social de Derecho es que los intere-
ses generales se definen a través de una interaccién en el Estado y
los agentes sociales, y que esta interpenetracioén entre lo publico y lo
privado trasciende también al campo de lo organizativo, en donde
las Fundaciones desempefian un papel de primera magnitud.

La Fundacién como organizacién constituida sin fin de lucro, que
por voluntad de su creador tiene afectado de modo duradero su patri-
monio a la realizacién de un fin de interés general (en el caso aqui
analizado, la satisfaccién de necesidades de caracter docente y el
desarrollo de sistemas de cualificacién que respondan a las necesi-
dades del sector productivo del entorno), podria constituir una via
adecuada para canalizar estas actividades.

El Derecho admite y regula otros cauces a través de los cuales los
particulares pueden destinar sus bienes a la consecucién de intere-
ses generales, pero, sin embargo, no les concede personalidad juri-
dica. Como sostienen Pifiar Mafias y Real Pérez3, la constitucién de
una fundacién dotada de personalidad juridica es el mejor medio téc-
nico-juridico para adscribir permanentemente bienes al cumpli-
miento de fines de interés general. Las razones esgrimidas por dichos
autores pueden sintetizarse en las siguientes:

— Los bienes con los que se dota a la fundacién se independi-
zan de su anterior titular, el fundador.

2 Vid. su Sentencia 18/1984, de 7 de febrero.

3 En su obra Derecho de fundaciones y voluntad del fundador, Madrid, 2000,
pag 28. El Derecho de fundaciones ha sido estudiado también desde una pers-
pectiva pablica por otros autores: Garcia DE ENTERRIA, E., «Constitucién, Fun-
dacién y Sociedad civil», en RAP, mayo-agosto 1880; GOMEZ-FERRER MORANT,
R., «Aspectos de la nueva regulacién de las fundaciones culturales privadas»,
RAP n. 70, 1973; MuRoz MACHADO, S., «Las fundaciones en la Constitucién», en
Presente y futuro de las fundaciones, Madrid, 1990; PIRAR MaNas, J. L., «Las fun-
daciones y la Constitucién espafola», en Estudios sobre la Constitucion Espa-
fiola, Homenaje al profesor Garcia de Enterria, Madrid, 1991. Del mismo autor,
«Las fundaciones en el marco constitucional», en Hacia una nueva ley de fun-
daciones, Santander, 1992; Régimen juridico de las fundaciones: Jurisprudencia
del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, Madrid, 1882.
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El fundador pierde estos bienes y el control directo de éstos,
salvo que se reserve un puesto en el patronato, en cuyo caso
podra actuar en relacién a dichos bienes como un patrono
mas.

Se garantiza la solidez de su adscripcién al cumplimiento del
fin de la fundacién.

Dentro de las actividades a realizar por las Fundaciones que se
proponen, podemos destacar ademas de las ordinarias de prestacién
de ensefianzas practicas y el desarrollo técnico de los alumnos del
propio IFP, las siguientes:

Servicios tecnolégicos a empresas: poner a disposicién de las
pequeiias y medianas empresas, tecnologias y servicios actua-
lizados para facilitar su competencia en el mercado, entre los
que cabe destacar los laboratorios especializados, sistemas
informatizados de control y gestién, sistemas de control de
calidad y consultoria técnica y organizativa.

Busqueda de nuevos sistemas formativos y de modernas acti-
vidades didacticas que mejoren la formacién.

Analisis y difusién de las innovaciones logradas en el ambito
de la formacién y el disefio de planes formativos adecuados a
las necesidades de las empresas

Actividades de consultoria, realizar desarrollos curriculares en
las 4reas de influencia de las empresas del entorno, especial-
mente en lo que se refiere a la formacién de profesores.

Desarrollar sistemas que den respuesta a las necesidades de
cualificacién profesional de las empresas, mediante un siste-
ma integral de diagnosis, disefio, organizacién, gestién y eva-
luacién de la formacién.

Investigar en nuevos métodos de ensefianza aplicando las nue-
vas tecnologias de la informacién.

Asimismo, podrian participar en proyectos europeos, median-
te la colaboracién tecnolégica con instituciones y empresas
europeas, a través de programas financiados por la Unién
Europea.
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Finalmente, procede en este apartado hacer una mencién espe-
cifica a la Formacién Profesional Continua y Ocupacional.

Los Institutos de FP, ademas de la Formacién Profesional Regla-
da, constituyen un marco eficaz y operativo para la Formacién Pro-
fesional Continua, orientada a mantener el empleo y la empleabili-
dad de la poblacién ocupada, asi como su promocién mediante la
mejora, recualificacién o puesta al dia de sus competencias profe-
sionales.

En el mismo sentido cabe pronunciarse sobre la Formacién Pro-
fesional Ocupacional, como subsistema especifico de F.P orientada
a la adaptacién para el empleo y a la insercién profesional de los
desempleados.

En este nuevo modelo de formacién y aprendizaje permanente,
que conlleva la adquisicién o incremento de las cualificaciones a lo
largo de toda la vida, se siente la necesidad de crear figuras juridi-
cas que permitan una adaptacién continua a las demandas del en-
torno.

En los siguientes apartados, se va a realizar un analisis del orde-
namiento juridico, con la finalidad de conocer si un Instituto de FP
estd habilitado para ser miembro fundador de una Fundacién que
gestione todo este engranaje de actividades. Para ello, en primer
lugar se examinara el régimen juridico de las fundaciones; quién las
puede constituir, qué tipo de formalidades se requiere para su cons-
titucién, el registro de fundaciones, operaciones que deban ser auto-
rizadas o informadas por el Protectorado, etc. En segundo lugar, se
incidira en el grado de autonomia de los centros de formacién pro-
fesional, es decir los limites a su capacidad de actuacion.

Tras el examen del régimen fundacional y la autonomia de los
centros, se analizara de forma sintética la formacion profesional en
el Derecho Comunitario, para pasar a hacer una referencia al mar-
co normativo de la propia Formacién Profesional.

Una vez determinado el marco juridico y los principios que con-
fluyen en la cuestién abordada, se intentara hacer un resumen de las
alternativas que con arreglo a nuestro ordenamiento juridico cabe
plantear para la gestién del sistema de formacién integral por parte
de los L.E.P.
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II. REGIMEN JURIDICO DE LAS FUNDACIONES

En el apartado anterior se ha pretendido justificar la necesidad de
la creacién de Fundaciones para cubrir juridicamente todo ese entra-
mado de actividades. Pero, ¢cudl es el regimén juridico de esta figura?

Para responder a esta cuestion, se van a examinar en primer lugar,
las cuestiones mas relevantes de la ley estatal hasta ahora vigente,
para a continuacién, analizar las novedades que introduce la nueva
ley de fundaciones, Ley 50/2002, de 26 de diciembre (BOE 27 de
diciembre de 2002), que ha entrado en vigor el uno de enero de 20034.

A) LA LEY ESTATAL 30/1994, DE FUNDACIONES>

El art. 34 de la Constitucién espafiola de 1978%, que establece las

4 Asimismo se ha publicado recientemente la Ley 49/2002, de 23 de diciem-
bre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos
fiscales al mecenazgo (BOE 24 de diciembre de 2002).

Esta Ley establece el conjunto de incentivos que son aplicables a la actividad
de mecenazgo realizada por los particulares. Tiene por finalidad encauzar los
esfuerzos privados en actividades de interés general de un modo maés eficaz, man-
teniendo y ampliando algunos de los incentivos previstos en la normativa ante-
rior y estableciendo unos nuevos. Su objeto es por tanto, regular el régimen fis-
cal de las entidades sin fines lucrativos, donde se incluyen las fundaciones.

5 La Legislacién Autondmica en la materia es la siguiente:

-— Ley gallega 7/1983, de 22 de junio, de régimen de fundaciones de inte-

rés gallego, modificada por Ley 11/1991, de 8 de noviembre.

— Ley canaria 2/1998, de 6 de abril, de fundaciones canarias.

— Ley vasca 12/1994, de 17 de junio, de fundaciones del Pais Vaco.

— Ley Foral Navarra, 10/1996, de 2 de julio, reguladora del régimen tri-
butario de las fundaciones y de las actividades de patrocinio, modifi-
cada por Ley foral navarra 23/1998, de 30 de diciembre.

— Ley de la Asamblea de Madrid 1/1998, de 2 de marzo, de fundaciones
de la Comunidad de Madrid.

— Ley de la Generalidad Valenciana 8/1998, de 9 de diciembre, de funda-
ciones de la Comunidad Valenciana.

— Leyde la Generalidad de Cataluiia 5/2001, de 2 de mayo, de fundaciones.

— Ley de Castilla y Leén 13/2002, de 15 de julio, de fundaciones de Cas-
tilla y Leén.

6 Sobre este derecho Constitucional, vid. GARCIA DE ENTERRIA, E., Consti-

tucién, Fundacion..., op. cit.; PINAR MAKNAS, J. L., «El derecho de fundacién como
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condiciones basicas del derecho de fundacién? (preceptos aplicables
en todo el Estado), dispone lo siguiente:

1. «Sereconoce el derecho de fundacion para fines de interés gene-
ral, con arreglo a la Ley.

2. Regird también para las fundaciones lo dispuesto en los apar-
tados 2y 4 del art. 22».

La Constitucién espafiola a través del reconocimiento de este
derecho ha pretendido una proteccion reforzada de esta institucion?.
En consecuencia, cabe entender que el legislador sea estatal o auto-
némica® no puede impedir que una persona decida vincular ciertos
bienes a la realizacién de fines de interés general a través de la cre-
acion de una personalidad juridica carente de d4nimo de lucro.

La Constitucién garantiza la libertad en la creaciéon de fundacio-
nes. Ahora bien, el derecho de fundacién es un derecho de configu-

derecho constitucional», en Dr. Pr. Cons., n. 9, 1996. Mufoz MacHaDo, S., Las
fundaciones en la Constitucion..., op. cit.

7 La Disposicién Final 1.* de la Ley contiene tres grupos de normas:

a) Las materias que constituyen las condiciones basicas del derecho de fun-
dacién reconocido en el art. 34 de la CE, en relacién con el art. 53 y que se con-
creta basicamente en el concepto de fundacién, el interés general de los fines,
la forma de adquirir personalidad juridica, la capacidad para fundar de las per-
sonas fisicas y juridicas, ptblicas y privadas, la posibilidad de constituir funda-
ciones por actos inter vivos o mortis causa, la necesidad de existencia del patro-
nato como 6rgano de gobierno, las causas de extinciéon de las fundaciones.

b) Normas que son de aplicacién general al amparo de lo previsto en el
art. 149.1.8 de la CE. Son las relativos al domicilio y la necesidad de que las
fundaciones extranjeras establezcan delegaciones en Espafia y se inscriban en
el Registro de fundaciones, y a la eficacia registral

¢) Al amparo de lo dispuesto también en el art. 149.1.8 de la CE, se con-
tienen una serie de preceptos que seran de aplicaciéon supletoria en las Co-
munidades Auténomas con competencia en materia de derecho civil, foral o
especial.

8 El Tribunal Constitucional ha tenido distintas ocasiones para pronun-
ciarse sobre la naturaleza juridica de las fundaciones. Vid. SSTC 18/1984, de 7
de febrero, 48/1988 y 49/1988, ambas de 22 de marzo y 164/1990, de 29 de o-
ctubre.

9 Vid. HERRERO RODRIGUEZ DE MINON, M., «La regulacién de las fundacio-
nes en los estatutos de autonomia: visién general», en Las fundaciones y los esta-
tutos de Autonomia, Madrid, 1979.
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racién legal, por lo que la Constitucién se remite a la Ley para que
sea ella quien concrete el contenido y alcance de este derecho.

Dentro del concepto de fundacién resulta especialmente relevan-
te la voluntad del fundador; asi lo reconoce el propio art. 1 de la Ley
estatal 30/1994, segtin el cual:

«1. Son fundaciones las organizaciones constituidas sin 4nimo
de lucro que, por voluntad de sus creadores, tienen afectado de
modo duradero su patrimonio a la realizacién de fines de interés
general.

2. Las fundaciones se rigen por la voluntad del fundador, por
sus estatutos y, en todo caso, por la presente ley.»

La Ley de fundaciones admite que los entes publicos puedan
constituir fundaciones privadas!® (arts. 6.1). El apdo. 4 del mismo
articulo dispone que las personas juridico-ptblicas tendran capaci-
dad para constituir fundaciones, salvo que sus normas reguladoras
establezcan lo contrario. En consecuencia, la capacidad constituti-
va es la norma, que sélo puede quedar excepcionada por norma
expresa y contraria.

Sin embargo, cabe sostener que el fundador juridico-piblico al
constituir una fundacién privada, debe en todo caso respetar los limi-
tes y las condiciones que a tal efecto le imponga el legislador corres-
pondiente. De manera que la formacion de la voluntad del ente admi-
nistrativo y la disposicién de los bienes necesarios para constituir la
fundaci6n, deberan someterse a la legislacién administrativall.

Las fundaciones privadas donde concurre como fundador una
Administracién piiblica junto con personas privadas no forman par-
te de la «organizacién administrativa», por mas que en su creacién

10 PiRar MaRas, J. L., «Fundaciones constituidas por entidades publicas.
Algunas cuestiones», en REDA n. 97. VAQUER CABALLERTA, M., Fundaciones ptibli-
cas y fundaciones en mano ptiblica. La reforma de los servicios pibicos sanita-
rios, Madrid, 1999.

11 Ta Ley Gallega 10/1996, de 5 de noviembre, sobre actuacién de entes y
empresas con participacién mayoritaria de la Xunta asume que los principios
de publicidad, transparencia y concurrencia deben aplicarse a todo el ambito
de actuacién de las Administraciones publicas «cualquiera que sea la forma
organizativa que la propia Administracién asumiese».
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participe una Administracién publica. Esto no supone que la actua-
cién de dicha Administracién no deba ser justificada. La participa-
ci6n de una Administracion en la creacién de una fundacién debe de
estar justificadal?; concretamente debera acreditarse que la conse-
cucién del interés general perseguido por dicha Fundacién requiere
la participacién de la Administracién fundadora.

La dotaci6n tiene que ser adecuada y suficiente para el cumpli-
miento de los fines fundacionales (art. 10). La propia Ley dispone que
se podra considerar como dotacién «el compromiso de aportaciones
de terceros siempre que estuvieran garantizadas».

Cada vez es mas frecuente encontrarse con fundaciones privadas
constituidas por entes publicos (estatales, autonémicos, locales, Uni-
versidades...), pero sometidas a derecho privado. En algunos casos,
la Administracién es co-fundadora y acttia en colaboracién con enti-
dades privadas para la consecucién de fines de interés general, de
modo que en la integracién de la voluntad fundacional se integran
tanto la Administracién como personas fisicas o juridicas. Una vez
constituidas, estas fundaciones se regiran por lo dispuesto en la Ley
30/1994, asi como por la correspondiente legislacién autonémica en
materia de fundaciones.

La Administracién publica se constituye en garante de los inte-
reses generales, funcién que ejerce el Protectorado!3.

Las funciones del Protectorado pueden sistematizarse en las
siguientes!4:

a) Funciones en relacién con la creacién y constitucién de fun-
daciones.

b) Funciones referidas al 6rgano de gobirno de la fundacién.

12 Fl art. 7.2 de la Ley 8/1998, de 9 de diciembre, de Fundaciones de la
Comunidad Valenciana, dispone que la creacién de fundaciones por personas
juridico-publicas no puede comportar el establecimiento de servicios ptblicos
cuya prestacién en régimen de fundacién no se halle especialmente prevista.

13 E] Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, por el que se aprueba el
Reglamento de las fundaciones de competencia del Estado, resulta excesiva-
mente intervencionista en la actividad de las fundaciones.

14 Vid. PINAR MaKRaAs, J. L., «Notas sobre el régimen del Protectorado en la
nueva Ley de fundaciones», en En torno a la Ley 39/94 de Fundaciones y de Incen-
tivos Fiscales, Madrid, 1995.
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¢) Funcién en relacién con la disposicién y administraciéon de
los bienes de la fundacién.

d) Funcién relacionada con el funcionamiento y la actividad de
la fundacién.

e) Funcién en relacién con la modificacién, fusién y extincién
de la fundacién.

Dentro de este entramado de funciones cabe destacar la funcién
de velar por el efectivo cumplimiento de los fines fundacionales. Aho-
ra bien, esta funcion de garante debe compatibilizarse con una
funcién positiva de fomento y apoyo a las fundaciones!>. En este sen-
tido, cabe anotar que corresponde al Protectorado el apoyo y aseso-
ramiento de las fundaciones, asi como el control y fiscalizacién de
su actividad. Seran los Tribunales en dltima instancia quienes con-
trolen la legalidad de la actuacién de las fundaciones y de la Admi-
nistracion.

La Ley de fundaciones establece una serie de restricciones a la
autonomia del fundador; ahora bien, deja un margen bastante
amplio para que el fundador pueda regular en los estatutos el régi-
men del 6rgano de gobiernol®. Los articulos 12-16 imponen las
reglas basicas que han de ser observadas en la composicién y fun-
cionamiento del patronato; el resto se deja a la regulacién que el
fundador estime oportuno. El Protectorado podra designar provi-
sionalmente al patrono en ciertos casos tasados (art. 16.1), pero en
ningdn caso se admite la suspensién o revocacién del patrono, sal-
vo que el juez lo decida. El Protectorado podra provisionalmente
ejercer las funciones del 6rgano de gobierno de la fundacién si por
cualquier motivo faltasen todas las personas llamadas a integrarlo
(art. 32.2).

Respecto de los actos juridicos realizados por la fundacién, el art.
19 dice que la enajenacién o gravamen de bienes y derechos de la

15 El art. 32.1 dispone que el Protectorado facilitari el recto ejercicio del
derecho de fundacién y asegurara la legalidad de su constitucién y funciona-
miento.

16  Dentro del contenido minimo de los estatutos debera figurar «el drga-
no de gobierno y representacion, su composicion, reglas para la designacion y sus-
titucion de sus miembros, causas de su cese, sus atribuciones y la forma de deli-
berar y adoptar acuerdos» (art. 9.1.e).
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dotacién, o vinculados a los fines fundacionales, o que representen
un valor superior al veinte por ciento del activo de la fundacién,
requerira la previa autorizacién del Protectorado. Tal autorizacién
sin embargo se excepciona para los actos de disposicién de dona-
ciones o subvenciones conforme a los fines establecidos por el donan-
te o por la correspondiente norma. Fuera de estos casos, la obliga-
cién de las fundaciones se reduce a dar cuenta inmediata al
Protectorado en los casos previstos en el art. 19.217 y a actuar libre-
mente en el resto de los supuestos.

El Protectorado podra modificar los estatutos en caso de que las
circunstancias que presidieron la constitucién de la fundacién hayan
variado de manera que ésta no pueda actuar satisfactoriamente con
arreglo a sus estatutos y el patronato no proceda a la modificacién.

Dentro de las funciones de control que ejerce el Protectorado,
debe sefialarse que éste debe velar por la legalidad de las decisiones
del patronato, y por la oportunidad de las mismas. A esto se afiade
que en el ejercicio de la potestad de control, el Protectorado debera
motivar sus decisiones.

B) LA LEY ESTATAL 50/2002, DE FUNDACIONES

La nueva ley estatal de fundaciones ha visto la necesidad de re-
visar la Ley anterior para fortalecer el fenémeno fundacional y su-
perar ciertas rigideces de la actual regulacién: simplificacién de
tramites administrativos, reduccién de los actos de control del Pro-
tectorado, reforma del régimen de organizacién y funcionamiento del
Patronato, etc.

La nueva regulacién pretende reducir al minimo indispensable la
intervencién de los poderes publicos en el funcionamiento interno
de las fundaciones; para ello, se ha sustituido en la mayor parte de
los casos la exigencia de autorizacién previa de actos y negocios juri-
dicos del protectorado, por la de simple comunicacién al mismo del

17 Cuando se trate de la enajenacién o gravamen de los bienes inmuebles,
establecimientos mercantiles o industriales, valores mobiliarios que represen-
ten participaciones significativas en los anteriores y objetos de extraordinario
valor.
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acto o negocio realizado!8. De forma que el Protectorado pueda
impugnar la decisién adoptada por la Fundacién ante la instancia
judicial si la considera contraria a derecho, y ejercer las acciones
legales contra los patronos responsables.

Por otro lado se pretenden flexibilizar y simplificar los procedi-
mientos, especialmente los de cardcter econémico y financiero. Por
dltimo, se pretende, «dinamizar y potenciar el fenémeno fundacio-
nal» en el sentido de la Resolucién del Parlamento Europeo (R.A.
304/93) y de la STC 18/84, de 17 de febrero

En el capitulo III se potencia la estabilidad y el adecuado fun-
cionamiento de los érganos de gobierno de las Fundaciones con la
obligatoriedad de la figura del secretario, y con la posibilidad de cre-
ar 6rganos distintos del Patronato para el desempefio de los come-
tidos, que expresamente se le encomienden.

Las personas juridicas podran representarse por personas fisicas,
y los patronos podran ser representados por otros miembros del
6rgano colegiado.

En el art. 3, dentro de la regulacién de los fines y beneficiarios
de las fundaciones, se citan como fines de interés general, «entre
otros», los de defensa de los derechos humanos, asistencia social e
inclusién social, civicos, educativos, culturales, cientificos... o de
investigacién cientifica y desarrollo tecnolégico.

El art. 8 mantiene la posibilidad de que puedan constituir fun-
daciones las personas fisicas y las personas juridicas, sean éstas
publicas o privadas. Respecto de las personas juridico-publicas se
prevé que tendran capacidad para constituir Fundaciones, salvo que
sus normas reguladoras establezcan lo contrario.

En la regulacién del Gobierno de la fundacién, el art. 15 dispone
que el Patronato estara constituido por un minimo de tres miembros.
Asimismo se establece que podrin ser miembros del Patronato las
personas fisicas que tengan plena capacidad de obrar y no estén inha-
bilitadas para el ejercicio de cargos publicos; por lo que se refiere a

18 En el mismo sentido se expresa la Ley catalana 5/2001, de fundaciones,
que incluye como novedad de la nueva regulacién «la reduccién de los supues-
tos de autorizaciones previas del Protectorado.
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las personas juridicas, deberan designar a la persona fisica que las
represente.

El art. 16 prevé que el Patronato podra delegar sus facultades en
uno o mas de sus miembros, silos Estatutos no lo prohibieran. Aho-
ra bien, esta facultad de delegacién se ve limitada, en la medida en
que son indelegables la aprobacién de las cuentas y del plan de actua-
cién, asi como aquellos actos que requierean de la autorizacién del
Protectorado.

Finalmente, cabe constatar que la nueva Ley revisa las funciones
del Protectorado, recortando claramente sus funciones de supervisién.
El art. 35 regula las funciones de este 6rgano y de su lectura cabe infe-
rir su carecer informador, asesor y, en ultima instancia, de control.

Tras conocer las principales novedades de la nueva Ley de Fun-
daciones que afectan al presente estudio, procede adentrarse en el
andlisis de la capacidad atribuida por el legislador a los centros
docentes de formacién profesional.

III. LA AUTONOMIA DE LOS CENTROS DE FORMACION
PROFESIONAL

A) LA AUSENCIA DE PERSONALIDAD J URIDICA
DE LOS CENTROS DOCENTES PUBLICOS"

Ya hemos visto que la Ley de fundaciones estatal dispone que
podran ser miembros fundadores: las personas fisicas o las personas
juridicas publicas o privadas.

La primera cuestién que se suscita es si los centros docentes de
formacién profesional tienen o no personalidad juridica.

En virtud del art. 38 del Cédigo Civil, las personas juridicas pue-
den adquirir y poseer bienes de todas clases, asi como contraer obli-
gaciones y ejercitar acciones civiles y criminales, conforme a las leyes
y reglas de su constitucién.

19 Vid. Sobre personalidad juridica, DE Castro, F., La persona juridica,
Madrid, 1984.
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A este respecto, resulta obvio que la Administracién, como per-
sona juridica, es un sujeto de derecho que emana declaraciones de
voluntad, celebra contratos, es titular de un patrimonio, es respon-
sable, es justiciable, etc.

Dentro de la multiplicidad de Administraciones publicas, cabe
distinguir entre una personalidad juridica derivada, dependiente de
la voluntad de otra Administracién y una personalidad juridica ori-
ginaria, no dependiente de otra Administracién.

Las Cornunidades Auténomas son personas juridicas originarias,
pero éstas a su vez se diversifican en una pluralidad de entes dota-
dos de personalidad juridica propia y distinta, para el cumplimien-
to de funciones administrativas.

Los entes administrativos menores, con personalidad juridica
derivada son cada uno titulares propios de sus relaciones y posicio-
nes; son personalmente justiciables, sin perjuicio de que muchas de
esas relaciones puedan requerir para constituirse o ejercitarse la
interposiciéon de un ente distinto de tutela. Esta aptitud para ser titu-
lar de posiciones y relaciones juridicas propias se traduce en una
mayor o menor capacidad de autodeterminacion y de autogestion del
ente en la esfera de sus intereses.

En el Derecho administrativo se llama a esta cualidad autono-
mia. Como tenderemos ocasién de analizar en el siguiente epigrafe,
la legislacién educativa pone especial énfasis en la autonomia de los
centros docentes, autonomia que se proyecta en la dimensién peda-
glgica, organizativa y de gestion.

Cada ente auténomo dispone de un estatuto propio mas o menos
diferenciado. Personalizar entes administrativos es una técnica orga-
nizativa que persigue crear autonomfias funcionales o de gestién. La
personificacién de un ente supone el reconocimiento formal de su
capacidad patrimonial y, la imputacién directa al mismo de sus ingre-
sos y de sus gastos.

La autonomia de los Institutos de formacién profesional es pura-
mente ejecutiva u operativa, es decir de caracter funcional, dentro
del ambito estricto que le marcan las directivas del ente matriz, que
es la Administracién educativa. El servicio sigue siendo del ente
matriz y a éste corresponde fijar la estrategia general, direccién y res-
ponsabilidad educativa.
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El cardcter derivado de la autonomia de estos centros determina
su falta de legitimacién para impugnar jurisdiccionalmente los actos
dictados por la Administracién educativa, y su falta de capacidad para
ejercitar acciones civiles y criminales. En este sentido, resulta obvio
que nos encontramos ante una autonomia funcional, no dérganica.

La capacidad de obrar puede ser completa, limitada o nula. En
el caso de los Institutos de FP nos encontramos ante una capacidad
limitada por la propia legislacion educativa; limitada en el sentido de
que no se extiende a la posibilidad de interponer acciones judiciales.

Si bien no se menciona en nuestras leyes el concepto de perso-
nalidad juridica para referirse a los institutos de formaci6n profe-
sional, sin embargo, voces tan autorizadas como la de Garcia de
Enterria, incluyen dentro de la Administracién institucional, y por
tanto, como entes dotados de personalidad juridica, a los centros
docentes o de investigacién, desde los de ensefianza media, asi como
a los Institutos univesitarios?9.

El concepto de autonomia supone que la Administracién educa-
tiva no podra predeterminar totalmente el contenido de la actividad
de los centros docentes publicos. En los ambitos de reconocida auto-
nomia, se respetara un «margen de apreciacién» en favor de los cen-
tros y la tutela de la Administracién educativa se permitira s6lo en la
medida en que la legislacién educativa haga una previsién expresa.

Aunque cabe argumentar en contra de dicha autonomia que la
Administracién educativa dispone de técnicas de inspeccién y con-
trol que anulan el ambito de libertad de actuacion de los centros, sin
embargo resulta destacabe que la técnica de la inspeccién y el con-
trol como poder de la Administracién educativa, que se manifiesta
en aprobacién y autorizaciones para actuaciones concretas, recae
normalmente sobre todo tipo de centros, sean piiblicos o privados.

El art. 105 de la Ley Organica 10/20022!, de la Calidad de la Edu-
cacién regula las funciones de la inspeccién educativa y mantiene
como una de dichas funciones:

20 Vid. GARcfA DE ENTERRIA y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T. R., Curso de Dere-
cho Administrativo, Madrid, 2000, pag 383.

21 Este precepto sustituye al anterior art. 35 de la Ley Organica 9/1995, de
Participacién, Evaluacién y Gobierno de los centros docentes (precepto dero-
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«a) Controlar y supervisar, desde el punto de vista pedagégico
y organizativo, el funcionamiento de los centros de titula-
ridad publica como privada».

Para el correcto ejercicio de la funcién inspectora, se faculta a los
inspectores a acceder libremente a los centros con el objeto de cono-
cer directamente de todas las actividades y examinar y comprobar
la documentacién pedagégica y administrativa de los centros, cual-
quiera que sea su titularidad.

En consecuencia, el reconocimiento de personalidad juridica a los
centros docentes privados no excluye el ejercicio de la inspeccién
educativa sobre los mismos. De la misma manera, si se admitiera el
reconocimiento de personalidad juridica a los centros docentes pua-
blicos, no deberia entenderse como una huida al sometimiento del
ejercicio de las potestades de inspeccién y control por parte de la
Administracién educativa. La inspeccién educativa no se extiende
exclusivamente a los centros docentes pitblicos, y las facultades en
que dicha inspeccién se concreta es evidente que limitan la autono-
mia de todo tipo de centro, incluso de los centros docentes privados.

Tras estas consideraciones, puede afirmarse que aunque de lege
lata a los centros docentes publicos no se les reconoce autonomia
organica, sino de tipo funcional, de lege ferenda seria recomendable
atribuirles personalidad juridica para una mejor consecucién de los
intereses que el reconocimiento de autonomia funcional persigue.

Es evidente que nos encontramos ante una personalidad limitada
a aquellos dmbitos en los que la propia Legislacion educativa recono-
ce y ampara expresamente un margen de autonomia: gestion, pedagé-
gica y organizativa.

La cuestién que se suscita a partir de este reconocimiento de auto-
nomia es la siguiente: ¢la autonomia de los centros de formaci6n pro-
fesional autoriza a los mismos a constituirse en miembros fundado-

gado en virtud de la Disposicién Derogatoria tinica de la Ley de Calidad). Dicho
precepto disponia que «Las Administraciones educativas, en el ejercicio de sus com-
petencias de supervision del sistema educativo, ejercerdn la inspeccién sobre todos
los centros, servicios, programas y actividades que lo integran, tanto puiblicos como
privados, a fin de asegurar el cumplimiento de las leyes, la garantia de los derechos
y la observancia de los deberes de cuantos participan en los procesos de ensefianza
y aprendizaje,la mejora del sistema educativo y la calidad de la ensefianza».
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res de una fundacién dirigida a gestionar las practicas de los alum-
nos en empresas, la formacién continua y la formacién ocupacional?
¢Entran estos objetivos dentro de la autonomia organizativa, peda-
gbgica y de gestién de los centros?

B) LA AUTONOMIA EN LA LEGISLACION EDUCATIVA

La recién aprobada Ley orgéanica 10/2002, de Calidad de la Edu-
cacion, en su Titulo V al tratar de la organizacién y direccién de los
centros, incluye en el mismo el régimen de los centros, su autono-
mia pedagégica, organizativa y econémica. La propia Exposicién de
Motivos de la Ley parte de la consiseracién de que para elevar la cali-
dad de la ensefianza, resulta primordial dotar a los centros no sélo
de los medios materiales y personales necesarios, sino también de
una amplia capacidad de iniciativa para promover actividades inno-
vadoras desde el punto de vista pedagégico y organizativo. Asimis-
mo se prevé como un factor esencial dotar a los centros de una ade-
cuada autonomia en la gestién de sus recursos; autonomia vinculada
a la responsabilidad de los resultados que se obtengan, tras los pro-
cedimientos de evaluacién correspondientes.

Esta autonomia se desarrolla en los arts. 67 (autonomia de los
centros), 68 (autonomia pedagégica), 69 (autonomia organizativa) y
70 (autonomia de gestién econémica).

Como una manifestacién de que estamos ante una autonomia
modulada por la intervencién de la Administracién educativa, el art.
67 en su ntimero 4 dispone que las Administraciones educativas pro-
moveran acuerdos o compromisos con los centros para desarrollar
actuaciones que comporten una mejora continua tanto de los pro-
cesos educativos como de los resultados. Parece evidente que el cen-
tro no puede realizar dichas actuaciones de forma unilateral, sino
que requiere en cualquier caso de un compromiso o acuerdo con la
Administracién.

Respecto a la autonomia pedagégica, ésta se concreta a través de
programaciones didacticas y planes de orientacién académica y pro-
fesional y, en todo caso, mediante proyectos educativos. A la hora de
configurar el proyecto educativo, los centros deberan tener en con-
sideracién las caracteristicas del centro y de su entorno, asi como las
necesidades educativas de los alumnos (art. 68).
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La autonomia organizativa se concreta en una programacién
general anual y en los reglamentos internos. El art. 69.2 atribuye un
papel relevante a las Administraciones locales para que colaboren
con los centros docentes en impulsar las actividades del centro y en
promover la relacién entre la programacion del centro y el entorno
en que desarrolle su labor.

Finalmente, el art. 70 reconoce a los centros autonomia econé-
mica; sin embargo, requeriran autorizacién de la Administracién
educativa para obtener recursos complementarios.

Sin embargo, la Ley de Calidad no agota la regulacién de la auto-
nomia de los centros. Algunas disposiciones de la LOGSE relativas
a la autonomia de los centros se mantienen en vigor, y su analisis per-
mite una mejor comprensién del alcance de dicha autonomia.

El art. 7.2. LOGSE dispone que las Administraciones educativas
podran delegar en los 6rganos de gobierno de los centros la adquisi-
cion de bienes, contratacion de obras, servicios y suministros, con los
limites establecidos. El ejercicio de la autonomia de los centros para
administrar estos recursos estara sometido a las disposiciones que
regulan el proceso de contratacién y realizacién y justificacién del
gasto para las Admones educativas.

El art. 79 de la Ley 10/2002 dispone que el Director es el repre-
sentante de la Administracién educativa en el centro, y al regular las
atribuciones del Director en la letra j) se le encomienda: realizar las
contrataciones de obras, servicios y suministros, asi como autorizar
gastos, ordenar pagos, visar certificaciones y documentos oficiales
del centro; todo ello de acuerdo con lo que establezcan las Adminis-
traciones educativas.

Del examen de estos preceptos, cabe destacar que los 6rganos del
centro adquieren las facultades mencionadas por delegacién. Si el
Director es representante de la Administracién educativa y, todas las
operaciones econémicas que puede realizar estédn sujetas a una auto-
rizacién de la Administracién educativa, resulta patente que nos
encontramos ante una autonomia matizada, modulada, fuertemen-
te intervenida.

Como conclusién de este epigrafe y tras un analisis de la legisla-
cién educativa, cabe sostener que el grado de autonomia de los cen-
tros docentes se encuentra en relacion directa con los limites de la
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regulacién y la intervencién administrativa. Si bien las afirmaciones
y deseos del legislador a favor de la autonomia de los centros resul-
tan contundentes, sin embargo el grado de intervencién administra-
tiva, en ocasiones, puede resultar excesiva.

Partiendo de la consideracién de que estos centros disponen de
una personalidad juridica derivada de su grado de autonomia, pro-
cede ahora determinar el nivel de autonomia real y necesaria de los
Institutos de formacién profesional en los diferentes ambitos de
actuacion; para ello se requiere a su vez un analisis de las activida-
des y especificidades de estos centros a través del examen de la nor-
mativa reguladora de la formacién profesional tanto en el marco
comunitario como a nivel estatal y autonémico.

IV. EL DERECHO COMUNITARIO Y LA FORMACION
PROFESIONAL

El art. 150 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea,
en su parrafo 2 dispone que la accién de la Comunidad se dirigira a
mejorar la formacién profesional y permanente, para facilitar la
insercién y la reinsercion profesional en el mercado laboral. Asi-
mismo estimulard la cooperacion en materia de formacion entre cen-
tros de enserianza y empresas?2.

En esta linea, en los Planes de Valorizacién del Programa
Leornardo Da Vinci, la Comunidad Europea destaca sobre todo el
notorio divorcio entre el mundo de la educacién y el mundo de la
empresa. En efecto, el complejo de separacién mutua entre lo edu-
cativo y la economia real tendria que saltar por los aires, ya que resul-
ta por completo alejado de la idea de formacion durante toda la vida,
que se auspicia desde la Unién Europea.

En el ambito comunitario se postula la necesidad de incluir ele-
mentos empresariales en el marco de la formacién y de promover el
interés hacia la formacién como una parte de las politicas y de la ges-
tion de las empresas. No cabe duda de que las practicas en los cen-

22 El primer cometido que se prevé como accién de la Comunidad es «faci-
litar la adaptacién a las transformaciones industriales, especialmente median-
te la formacién y la reconversién profesionales».
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tros de trabajo y la inversién en formacién para los trabajadores
empleados han sido consecuencias directas de este cambio de orien-
tacién.

Sin embargo, estas politicas se consideran insuficientes y se des-
taca la necesidad de reforzar politicas activas. Es importante desta-
car que la formacién no es ni debe ser una politica de acompaiia-
miento de la politica de empleo. No debe ser concebida como mera
respuesta a las necesidades empresariales y de servicios a la socie-
dad, sino que debe tener, como antes sefialdbamos, un sentido anti-
cipativo y bien cohesionado con el mercado de trabajo. La formacién
y empleabilidad son las caras de una misma moneda.

Por todo ello, desde las instancias comunitarias se invoca un flu-
jo reciproco de informacién y didlogo entre centros y empresas y mas
ampliamente entre el sistema educativo y el laboral. Esta permeabi-
lidad debe estar presente en todo momento y en cualquiera de las
modalidades educativas o formativas, incluidas las de caracter con-
tinuo u ocupacional.

La empresa encierra un enorme potencial cognitivo y este poten-
cial debe ser aprovechado como acelerador del conocimiento que
dentro de ella se genera.

La Comisién Europea, en los libros blancos sobre «Crecimiento,
Competitividad y Empleo» y sobre «Educacién y formacién», ha
realizado un diagnéstico de los problemas, actuales y futuros, a los
que se ven enfrentados los sistemas de educacién y formacién pro-
fesional, y propone las medidas generales que los gobiernos deberi-
an acometer para afrontarlos?3.

De forma breve, podemos decir que las orientaciones generales
mas relevantes de los citados organismos internacionales sobre los
elementos de reforma necesarios en el sistema educativo y en la for-
macién profesional son las siguientes:

23 Asimismo, diversos comités y asociaciones (la Organizacién Europea
de Empresarios UNICE, la Conferencia Europea de Sindicatos, el Comité de
la Comisién Europea para Investigacién y Desarrollo...), han insistido en el
papel creciente que la educacién y la formacién profesional deben jugar en
la competitividad de la Unién Europea y en el desarrollo del espacio social
europeo.
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¢ Incrementar el nivel de formacién de base, tanto de los jéve-
nes escolares como de la poblacién activa, consiguiendo el
equilibrio adecuado entre las componentes cultural, cientifi-
ca y tecnolégica, y entre las dimensiones tedrica y practica.

e Conseguir la convergencia de la formacién inicial y la conti-
nua, integrando lo maximo posible las ofertas de formacién
profesional especifica impartidas por las distintas adminis-
traciones, vinculando estrechamente al mundo de la produc-
cién la componente mas especifica de la FP y logrando la
corresponsabilizacién de las organizaciones del sistema pro-
ductivo en su disefio e imparticion.

* Adaptar los sistemas de formacién, y especialmente el siste-
ma educativo, para que sean capaces de ponerse eficazmente
al servicio de la valorizacién permanente de los recursos
humanos, a lo largo de toda la vida activa y de motivar el pro-
greso en la formacién y la cualificacién de toda la poblacion.
Establecer sistemas flexibles de reconocimiento de las com-
petencias, aceptados por todos los agentes sociales.

Ademas de incidir en ese trasvase que debe existir entre la for-
macién profesional y la empresa, la Comunidad Europea incide tam-
bién en la importancia de los entes locales a favor del empleo.

En este sentido la Comisién de las Comunidades Europeas (Bru-
selas, 07.04.2000 COM (2000) 196 final) ha enviado una Comunica-
cién al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité Econémico y
Social y al Comité de las Regiones, sobre la Actuacién local a favor
del empleo. Dicha Estrategia Europea de Empleo se basa en la cada
vez mayor conciencia de las oportunidades existentes a nivel local
para fomentar el empleo. Como primer nivel de una administracién
elegida democraticamente y, por consiguiente, el nivel mas préximo
a los ciudadanos y a la economia local, es obvio, dice la Comunica-
cién, que los entes locales tienen que desemperiar un papel importan-
te en el desarrollo de asociaciones de fomento del empleo que retinan
a todos los agentes locales, publicos y privados.

En definitiva cabe sostener que la politica comunitaria se mues-
tra especialmente sensiblé a la necesidad de mantener un flujo reci-
proco entre la formacién profesional y la empresa como forma de
cohonestar los intereses de la comunidad educativa y del sector pro-
ductivo. Asimismo, se destaca el papel de los entes locales como pro-
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tagonistas en la creacién de asociaciones que fomenten el empleo.
Ahora bien, no se hace referencia al tipo de asociaciones que han de
fomentarse. ¢Podrian constituirse fundaciones para el cumplimien-
to de estas funciones de didlogo formacién-empresa y participacién
de los entes locales en las politicas de empleo?

Al objeto de dar una respuesta a este interrogante, resulta de espe-
cial interés la Comunicaciéon de la Comisién sobre el fomento del
papel de las Asociaciones y Fundaciones en Europa. De dicha
Comunicacién, cabe destacar lo siguiente:

e Las cifras demuestran claramente que las asociaciones y fun-
daciones han sido capaz de crear nuevas oportunidades que
han contribuido no s6lamente a mejorar la calidad de la vida
sino también el empleo y el crecimiento econémico. Por esta
razén debe fomentarse que el sector desemperie un papel mds
importante en la creacion de empleo, como se menciona en el
«Pacto de confianza para el empleo».

* En la Comunidad existe un gran namero de asociaciones y
fundaciones que se dedican a la formacién y reciclado de los
desempleados, a veces como responsables de programas
gubernamentales, aunque a menudo por cuenta propia. Estas
asociaciones y fundaciones tienen una importancia politica:
fomentar la democracia.

* Las asociaciones y fundaciones fomentan un sentimiento de
solidaridad y ciudadania y proporcionan el apuntalamiento
necesario para nuestra democracia. Estas funciones se reve-
lan mas fundamentales que nunca ante los retos planteados a
la Comunidad Europea, y en los diferentes paises de Europa
central y oriental.

e Las Fundaciones y asociaciones contribuyen a la ensefianza
permanente, incluyendo la educaciéon de adultos. En los afios
venideros, es probable que esta contribucién sea esencial para
edificar una sociedad del conocimiento para todos.

También el Parlamento Europeo en su Resolucién (R. 304/93),
sefiala la necesidad de apoyar a las Fundaciones que participan en
la creacién y desarrollo de respuestas e iniciativas, adaptadas a las
necesidades sociolégicas de la sociedad contemporanea.

© UNED. Boletin de la Facultad de Derecho, nim. 22, 2003 143



CARMEN AGOUES MENDIZABAL

Es evidente que la politica comunitaria es favorable a la creacién
de Fundaciones, como entes creadores de empleo que fomentan la
democracia y contribuyen a la ensefianza permanente.

V. LA NORMATIVA REGULADORA DE LA FORMACION
PROFESIONAL

Tras una sintesis de la politica comunitaria en materia de for-
macién profesional, procede adentrarse en el ordenamiento interno
al objeto de analizar el marco juridico de la formacién profesional.
Con esta finalidad, se va a realizar un primer repaso de la legislacién
educativa.

A) LA LOGSE Y LA LEY ORGANICA 10/2002, DE CALIDAD
DE LA EDUCACION

La LOGSE es consciente de que de la formacién e instruccién que
los sistemas educativos son capaces de proporcionar, depende la
mayor adecuacion de la respuesta a las crecientes y cambiantes nece-
sidades colectivas.

En este sentido, su Preambulo sostiene que «la progresiva inte-
gracién de nuestra sociedad en el marco comunitario nos sittia ante
un horizonte de competitividad, movilidad y libre circulacién, en una
dimensién formativa, que requiere que nuestros estudios y titula-
ciones se atengan a referencias compartidas y sean homologables en
el ambito de la Comunidad Europea».

Se critica la configuracién de la FP como una via secundaria,
demasiado académica y excesivamente desvinculada y alejada del
mundo productivo.

Se ve la necesidad de una educacién permanante ante la vertigi-
nosa rapidez de los cambios cultural, tecnolégico y productivo, que
exigiran frecuentes readaptaciones, actualizaciones y nuevas cuali- -
ficaciones.

Asimismo se considera a la formacién profesional como un 4mbi-
to de la mayor relevancia para el futuro del sistema productivo.
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Dentro del articulado, el art. 30 regula la formacién profesio-
nal como el conjunto de ensefianzas, que capaciten para el de-
sarrollo cualificado de las distintas profesiones. También inclu-
ye aquellas acciones que, dirigidas a la formacién continua
en las empresas y a la insercion y reinserciéon laboral de
los trabajadores, se desarrollen en la formacién profesional
ocupacional que se regulara por su normativa especifica.

Se atribuye a la Administracién garantizar la coordinacién de
ambas ofertas de formacién profesional: reglada y no reglada.

En relacién con la formacion profesional especifica, la Ley sos-
tiene que se facilitara la incorporacién de los jévenes a la vida
activa, contribuira a la formacién permanente de los ciuda-
danos y atendera a las demandas de cualificacién del sistema
productivo.

Se contempla la posibilidad de que para determinadas areas
0 materias se contraten, como profesores especialistas,
atendiendo a su cualificacién y a las necesidades del sistema,
a profesionales que desarrollen su actividad en el ambito labo-
ral. En los centros publicos, las Administraciones educati-
vas podran establecer, con estos profesionales, contratos
de caricter temporal y en régimen de derecho adminis-
trativo.

La dedicacién del profesor a la formacién profesional no reglada
esta sometida a la normativa sobre incompatibilidades del personal
al servicio de la Administracién Publica. A estos efectos la Adminis-
tracién podré, de acuerdo con lo que se establece en el articulo 3 de
la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del per-
sonal al servicio de las administraciones publicas, declarar la com-
patibilidad de esta segunda actividad por razones de interés ptiblico.

La LOGSE dispone que en el disefio y planificacién de la for-
macion profesional especifica se fomentara la participacién de
los agentes sociales. Su programacién tendri en cuenta el
entorno socioeconémico de los centros docentes en que
vayan a impartirse, asi como las necesidades y posibilidades
de desarrollo de éste.

El curriculo de las ensefianzas de formacién profesional espe-
cifica incluird una fase de formacién practica en los cen-

© UNED. Boletin de la Facultad de Derecho, niim. 22, 2003 145



CARMEN AGOUES MENDIZABAL

tros de trabajo, de la cual podran quedar total o parcialmente
exentos quienes hayan acreditado la experiencia profesional.
Con este fin, las Administraciones educativas arbitraran los
medios necesarios para incorporar a las empresas e ins-
tituciones al desarrollo de estas ensefianzas.

Del contenido de la LOGSE sobre esta materia, cabe inferir que
si bien se trata de fomentar el vinculo con el entorno productivo para
la realizacién de practicas e incluso la contratacién de profesiona-
les que desarrollen su actividad en el ambito laboral, el verdadero
protagonismo se atribuye a la Administracién educativa, quien
segin la Ley arbitrara los medios para la realizacién de los fines
mencionados.

e La Ley 10/2002 en el mismo sentido que el anterior art. 57.5
de la LOGSE, extiende el protagonismo tambien a las Admi-
nistraciones locales, que podran colaborar con los cen-
tros educativos para impulsar las actividades extraesco-
lares y promover la relacién entre la programacién de los
centros y el entorno socioeconémico en que éstos desarrollan
su labor.

* Por otro lado, las Administraciones educativas no pueden
adoptar un papel pasivo ante las demandas efectuadas por los
centros de formacién profesional en ejercicio de su autono-
mia. En este sentido, el art. 59 dispone que las Administra-
ciones educativas fomentaran la investigacién y favorece-
ran la elaboracién de proyectos que incluyan innovaciones
curriculares, metodolégicas, tecnolégicas, didacticas y de
organizacién de los centros.

B) LA LEY ORGANICA 5/2002, DE LAS CUALIFICACIONES
Y DE LA FORMACION PROFESIONAL

La Ley Organica 5/2002 (BOE 20 de junio de 2002), constata la
necesidad de renovar el marco normativo de la Formacién Profe-
sional, para garantizar la deseable correspondencia entre las cuali-
ficaciones profesionales y las necesidades del mercado de trabajo, en
el mismo sentido que el Nuevo Programa Nacional de Formacién
Profesional, elaborado por el Consejo General de Formacién Profe-
sional y aprobado por el Gobierno para 1998-2002.
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La Ley tiene por finalidad crear un Sistema Nacional de Cualifica-
ciones y Formacién Profesional, que con la cooperacién de las Comu-
nidades Auténomas dote de unidad, coherencia y eficacia a la planifi-
cacioén, ordenacién y administracién de la Formacién Profesional.

Su Exposicién de Motivos dispone que «en funcién de las nece-
sidades del mercado de trabajo y de las cualificaciones que éste
requiere, se desarrollaran las ofertas de formacién profesional...»;
asimismo, establece que se pretende conseguir el mejor aprovecha-
miento de la experiencia y conocimientos de todos los profesionales
en la imparticién de las distintas modalidades de F.P.

Con dicha finalidad, se posibilita a los funcionarios de los Cuer-
pos de Profesores de Ensefianza Secundaria y Profesores Técnicos
de Formacién Profesional, el desempefio de funciones en las dife-
rentes ofertas de formacién profesional reguladas por la Ley. A los
efectos del art. 3 de la Ley de Incompatibilidades del Personal Labo-
ral al Servicio de las Administraciones Publicas, la imparticién de la
formacién, tendra la consideracion de interés publico.

Dentro de los principios del Sistema Nacional de Cualificaciones
y Formacién Profesional, se incluyen: la participacién y cooperacién
de los agentes sociales con los poderes publicos en las politicas for-
mativas, asi como la adecuacién de la formacién y las cualificacio-
nes a los criterios de la Unién Europea.

La Ley dedica un articulo especifico (art. 6) para regular la «Cola-
boracién de las empresas, de los agentes sociales y otras entidades».
La participacién de las empresas y otras entidades en el Sistema
Nacional de Cualificaciones y Formacién Profesional se proyecta en
los ambitos de la formacién del personal docente, la formacién de
los alumnos en los centros de trabajo, asi como en la orientacién pro-
fesional y la participaciéon de profesionales cualifiados del sistema
productivo en el sistema formativo. En este mismo precepto, la Ley
exige que la formacién favorezca la realizacién de practicas profe-
sionales en empresas y otras entidades. Ahora bien, se establece que
dichas practicas no tengan caracter laboral.

Dentro de los mecanismos adecuados para que la formacién que
reciba financiacién publica pueda ofrecerse por centros o directa-
mente por las empresas, se mencionan los conciertos, convenios y
subvenciones, pero se deja la posibilidad de que estos mecanismos
se traduzcan en «otros procedimientos» (art. 11).
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Cabe adelantar que este nuevo marco legislativo resulta méas pro-
clive a férmulas de integracién. Dentro de estos «otros procedi-
mientos» cabria postular la Fundacién como instrumento adecuado
para integrar a los distintos agentes tanto publicos como privados
dispuestos a realizar distintas actividades para que la formacién res-
ponda a las necesidades del entorno productivo.

VI. POSIBLES SOLUCIONES JURIDICAS A LA PARTICIPACION
DE UN CENTRO DE FORMACION PROFESIONAL EN UNA
FUNDACION

A continuacién se van a plantear dos férmulas que podrian per-
mitir, desde una perspectiva juridica, la constitucién de fundaciones
como instrumentos operativos para la consecucién de un interés
general muy concreto: adecuar la formacién profesional a su entor-
no productivo, con la participaciéon de instancias tanto publicas
(Administraciones autonémicas como locales), como privadas (las
empresas del entorno socio-econémico).

A) EL PROPIO CENTRO COMO MIEMBRO FUNDADOR

El centro docente tinicamente puede ser miembro fundador si se
parte de la consideracién de que efectivamente dicho centro ostenta
personalidad juridica. Como hemos tenido ocasién de analizar en los
apartados anteriores, esta personalidad no esta reconocida expresa-
mente en la Legislacién educativa, lo cual supone ya un primer pro-
blema. Sin embargo, entendemos que de lege ferenda debiera crearse
un marco juridico que permitiera a los centros docentes actuar como
verdaderas personas juridicas. Con arreglo al marco actual, la auto-
nomia de los centros reconocida en la Ley queda en ocasiones des-
virtuada por la ausencia de reconocimiento de personalidad juridica.

La autonomia de los centros de Formacién Profesional se expre-
sa en tres ambitos concretos: pedagégico, de gestién y organizativo.
La Legislacién educativa resulta especialmente contudente y expre-
siva en el reconocimiento de estos ambitos de libertad.

Si bien una interpretacién un tanto forzada de nuestro ordena-
miento juridico permite inferir una personalidad juridica limitada de
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los centros, el principio de seguridad juridica nos obliga a tratar con
cautela la defensa de dicha alternativa. La falta de previsién expre-
sa de la personalidad juridica puede ser interpretada por los opera-
dores juridicos como un limite al alcance de la autonomia de los cen-
tros, que determine su incapacidad para ser miembro activo en la
constitucién de una Fundacién.

Por otro lado, no cabe olvidar que la Legislaciéon educativa tam-
bién parte de la consideracién de que es la Administracién educativa
la persona juridica que ostenta una posicién de tuteladora de los cen-
tros docentes. Como expresién de dicho protagonismo cabe mencio-
nar que en virtud de la LOPEG (art. 7.2), es la Administracién educa-
tiva quien delega en los 6rganos de gobierno de los centros docentes
la adquisién de bienes, la contratacién de obras y servicios..., es decir,
todas aquellas manifestacién derivadas de la personalidad juridica.

En el mismo sentido, la legislacién educativa mantiene que sera
la Administracién educativa la que arbitre las medidas necesarias
para incorporar a empresas € instituciones al desarrollo de la ense-
nanza.

Asimismo, en el marco de la autonomia pedagégica, los centros
deben de presentar todos los proyectos y programas ante la Admi-
nistracién eduativa, previo informe de la Inspeccién, para que ésta
controle su adecuacién a la legislacién vigente. Esta potestad de con-
trol se extiende también en el ambito de la autonomia econémico-
financiera, en el que se atribuye al Departamento de Educacién de
la Administracién autonémica el control econémico-financiero de la
actividad de los centros docentes.

Estas determinaciones constituyen una muestra evidente de que
nos encontramos ante una autonomia limitada, enmarcada por un
constante ejercicio de control y tutela por parte de la Administracién
educativa. ‘

En consecuencia, y sin perjuicio de que juridicamente pudiera
forzarse una interpretacién que permitiera defender la personalidad
juridica del centro y de que la Fundacién se concibe como una figu-
ra juridica ventajosa y a potenciar para la consecucién de los inte-
reses generales, sin embargo, ante la inexistencia de un reconoci-
miento expreso de dicha personalidad por parte de las leyes
educativas, desde una é6ptica de seguridad juridica, puede resultar
cuando menos arriesgado postularse por esta alternativa juridica.
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No podemos olvidar que en la escritura de constitucién de la fun-
dacién tiene que acreditarse la personalidad juridica del centro (per-
sonalidad que no figura expresamente en ninguna norma).

Ante los mecanismos de tutela que tanto la legislacién educativa
como la relativa a las fundaciones disponen, parece mas realista
entender que sea Administracién educativa, cuya personalidad juri-
dica se reconoce expresamente y a la que se adscribe el Instituto de
Formaci6n Profesional, el 6rgano constitutivo de la Fundacién, jun-
to con el resto de instituciones puablicas y privadas que constituyen
la fundacion.

B) LA ADMINISTRACION EDUCATIVA COMO MIEMBRO
FUNDADOR Y EL CENTRO DE FORMACION
PROFESIONAL COMO MIEMBRO DEL PATRONATO
Y DE LOS ORGANOS DIRECTIVOS DE LA FUNDACION

Atendiendo al limitado alcance de la autonomia de los centros
reconocida en la legislacién educativa, resulta mas coherente, des-
de una perspectiva juridica, considerar a la Administracién educa-
tiva, a través de su Departamento de Educacién, como miembro
fundador.

Las personas juridicas han de estar representadas en el Patrona-
to, de una manera estable por una persona fisica designada con esta
finalidad por el 6rgano competente?4. Si partimos de que tiene que
ser el centro de FP el que tiene que adaptarse a las necesidades del
entorno productivo y configurar un proceso directo de cooperacién
de los centros con las empresas, parece razonable entender que ha
de ser algtiin miembro del Instituto de Formacién Profesional la per-
sona fisica designada para representar a la Administracién Educati-
va dentro del Patronato (ya sea el Director u otra persona designa-
da al efecto). Ya se ha sefialado que la nueva Ley de Calidad reconoce

24 El proyecto de Ley estatal de fundaciones dispone en su art. 14 que el
Patronato estara constituido por un mimimo de tres miembros, que elegiran
entre ellos un presidente, si no estuviera prevista de otro modo la designacién
del mismo en la escritura de constitucién o en los estatutos. Las personas juri-
dicas podran formar parte del Patronato, y deberan designar a la persona fisi-
ca que les represente.
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al Director del centro como representante de la Administracién edu-
cativa en el centro.

Debe entenderse que la autonomia de gestién del centro ha de
permitirle a éste a través de sus 6rganos directivos, integrarse
como miembro del Patronato e incluso en la direccién de la Fun-
dacién. Es el profesorado y el personal vinculado al centro quie-
nes se encargan de ajustar los contenidos formativos tanto a las
necesidades del entorno productivo como a las caracteristicas del
alumnado, funciones ambas, que se canalizardn a través de la Fun-
dacién.

Centralizar todas funciones que se pretenden atribuir a la Fun-
dacién en manos del Departamento de Educacién, ademas de ir en
detrimento del principio de eficacia en el funcionamiento de la Admi-
nistracién Publica y de eficiencia en el gasto de los recursos, y de
burocratizar e hipotecar la gestién de los intereseses y necesidades
concurrentes en cada ambito fisico, conculcaria ademas la tan rei-
terada autonomia de los centros.

Ante la solicitud de constituir una fundacién de este tipo por par-
te de todos los actores interesados (empresas del entorno, Ayunta-
mientos del marco geografico al que se extienden los intereses que
persigue la Fundacién y el propio Instituto de Formacién Profesio-
nal) cabe plantearse si la Administracién educativa puede negarse a
constituir la fundacién

En este sentido, resulta evidente que la creacién de una funda-
cién privada requiere la concurrencia de la voluntad de todos los
miembros fundadores, y por tanto, en este caso también de la Admi-
nistracion educativa.

En principio, parece que no cabe obligar a la Administracién a la
constitucién de una fundacién; estamos ante una potestad discre-
cional de la Administracién; sin embargo, discrecionalidad no sig-
nifica arbitrariedad y en este sentido, si la Administracién decide no
constituirse como miembro fundador debera motivar su decisién (el
art. 9.3 de la Constitucién establece como principio la interdiccién
de la arbitrariedad de los poderes ptublicos). Como sostiene Fernan-
dez Rodriguez, «optar por uno o por otro es su derecho (se refiere a
la Administracién), pero razonar el porqué de su eleccién es su deber,
su inexcusable deber. El mero «porque si» esta constitucionalmente
excluido, como lo estd la nada infrecuente apelacién al caracter dis-
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crecional de la eleccién y, con mayor motivo todavia, el simple silen-
cio al respecto»?>.

La Administracién educativa cuando se le plantea la decision de
constituirse como miembro fundador, debera adoptar una postura
congruente con los hechos de los que necesariamente ha de partir-
se. Entre estos hechos cabe destacar la demanda de instancias publi-
cas y privadas interesadas en la creacién de la fundacién, de la ope-
ratividad que puede tener el Instituto de Formacién profesional en
su relacién con la empresa del entorno productivo, de la necesidad
de la formacién continua de los trabajadores de las empresas y del
profesorado del propio Instituto...

La Administraciéon educativa podra oponerse a la creacion de
dicha Fundacién, pero habra de explicar las razones de su decisién
atendiendo a las circunstancias concurrentes.

CONCLUSIONES

Como principal conclusién cabe sostener que para constituir una
fundacién se exige la condicién de persona fisica o juridica, ptblica
o privada. El reconocimiento de la autonomia pedagégica, de gestion
y organizativa de los centros docentes por parte de la legislacién edu-
cativa no deriva en un reconocimiento de su personalidad juridica.
Nos encontramos ante una autonomia cuyo alcance no resulta sufi-
ciente para defendar la personalidad juridica que se requiere para ser
miembro fundador.

Esta falta de reconocimiento legal expreso de la personalidad juri-
dica de los centros docentes, el alcance de las potestades de tutela
de la Administracién educativa sobre los centros que se infiere de la
legislacién, y el propio principio de seguridad juridica, constituyen
un marco juridico que impide afirmar al propio centro de Formacién
Profesional como miembro fundador. Probablemente de lege ferenda
la solucién mas adecuada sea permitir al propio centro como ente
fundador, pero, a esos efectos, deberfa crearse un marco juridico mas
permisivo que dotara expresamente de personalidad juridica a los
centros docentes.

25 Toméas Ramoén FERNANDEZ RODRIGUEZ, De la arbitrariedad de la Admi-
nistracion, Madrid, 1994, pag 162.
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Sin embargo, de lege data, sera el Departamento de Educacién de
cada Administracién autonémica (en cuyo organigrama figuran los
centros docentes de formacién profesional) el que se constituya como
miembro fundador, junto con el resto de instituciones piiblicas y pri-
vadas.

No obstante, el centro de formacién profesional puede adoptar
un papel relevante dentro de la fundacién. Podria constituirse como
representante de la Administracién educativa en el Patronato e inclu-
so integrarse en los 6rganos de direccién de la Fundacién.
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